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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO
- Sala de Decisión del Sistema Escrito-


Pasto, treinta y uno (31) de enero de dos mil catorce (2014)

Proceso:


Reparación Directa

Radicación:


2008-00039 (3853)

Demandante:

Alirio Villarreal Prado y otros
Demandado:
Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional
Magistrada Ponente: 
Ana Beel Bastidas Pantoja

Procede la Sala de Decisión a resolver los recursos de apelación propuestos por las partes demandante y demandada, contra la sentencia de tres (3) de marzo de dos mil once (2011), proferida por el Juzgado Único Administrativo del Circuito de Mocoa.

1. ANTECEDENTES

1.1. Demanda
A través de apoderado judicial, los señores Alirio Villarreal Prado y Fabiola Lame Ulcue, en nombre propio y en representación de sus hijos Luis Alberto, Yeferson Olegario, Erika Lorena, Nelvy Jenny y Eder Erlinto Villarreal Lame; Luz Edilma Burgos Insuasty, María Esperanza Burgos Montero, María Amparo Burgos Montero, María Angelita Burgos Benavides y Sandra Milena Burgos Vallejo instauraron demanda contra la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, con el objeto de que sea declarada responsable por la muerte de los jóvenes Jeyson Alexander Villarreal Lame y Jairo Israel Burgos, en hechos ocurridos el 22 de noviembre de 2006, en el sector Naranjito del corregimiento de Umbría, jurisdicción del municipio de Villagarzón (Putumayo).  Como consecuencia de la anterior declaración, solicitaron se condene al reconocimiento y pago de los perjuicios discriminados en la demanda.

1.2. La sentencia apelada
El Juzgado Único Administrativo del Circuito de Mocoa mediante sentencia primera instancia, accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda.

El Juez a quo precisó que el sustento probatorio para resolver el caso particular, reposaba en la prueba trasladada consistente en el proceso penal N° 2009-00043-00, seguido por el delito de homicidio agravado ante el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Mocoa.

Encontró probada la legitimación en la causa de los demandantes, así como la muerte violenta de los jóvenes Jeyson Alexander Villarreal Lame y Jairo Israel Burgos, ocurrida el 22 de noviembre de 2006.

Señaló que el Ejército Nacional informó que los jóvenes Villarreal Lame y Burgos,  fueron abatidos dentro del operativo militar “Operación Fuego 06”, desarrollada en la vereda La Joya y hasta la vereda El Naranjito en el municipio de Villagarzón (Putumayo).
Afirmó, según los testimonios rendidos en el proceso penal por Franco Fidel Chávez, Irma Moncayo y Jairo Tabares Vásquez, que Jeyson Alexander Villarreal Lame y Jairo Israel Burgos fueron detenidos el 22 de noviembre de 2006 en horas de la mañana, por miembros del Ejército Nacional, cuando se desplazaban a cumplir con sus labores agrícolas, y que éstos fueron ultimados al caer la noche de ese mismo día.  Que dicha circunstancia fue corroborada con las declaraciones efectuadas por Jesús Leonel Córdoba Santacruz y Nedy Patricia Silva Quiguanas, según las cuales, los fallecidos eran campesinos que se dedicaban a la agricultura y no delincuentes como afirmaron los miembros del Ejército.
Transcribió in extenso las conclusiones de la sentencia penal condenatoria de 14 de octubre de 2010, y puntualizó que la misma impuso a Gerson Narciso Barros Orozco, Miguel Ángel Olarte Parra y Álvaro Obregón Becerra, en condición de miembros del Ejército Nacional, entre otras condenas, la pena principal de 412 meses de prisión, como coautores de los delitos de homicidio agravado en concurso homogéneo y heterogéneo con secuestro simple agravado, por la muerte de Jeyson Alexander Villarreal Lame y Jairo Israel Burgos.
Indicó que el régimen de responsabilidad aplicable al caso concreto era el de falla del servicio; que el deceso de los jóvenes campesinos no se produjo en combate, sino que fallecieron en manos del Ejército Nacional; encontró desvirtuados los presupuestos bajos los cuales éste justificó la muerte de aquellos, y que el daño resultaba imputable a la entidad demandada.
Resaltó que de acuerdo con la prueba testimonial, los jóvenes Jeyson Alexander Villarreal Lame y Jairo Israel Burgos, eran campesinos trabajadores de la región y que estos fueron retenidos por miembros del Ejército Nacional, apareciendo al día siguiente como guerrilleros muertos en combate; que no se podía inferir la pertenencia de estos jóvenes a grupos armados ilegales, como tampoco su participación en un combate contra el Ejército. 
Sostuvo que se encontraba configurada una falla del servicio por trasgresión al inciso 2° del artículo 2° de la Constitución Política, al haber incumplido el Ejército Nacional el deber de respetar la vida; que de acuerdo a la jurisprudencia del Consejo de Estado, en casos como el presente, no resultaba cardinal la acreditación del funcionario que cometió la falla, en tanto era su comportamiento el que comprometía la responsabilidad de la entidad.
Una vez configurada la responsabilidad del Estado, dispuso el reconocimiento de perjuicios morales a cada uno de los demandantes, en suma equivalente a 100 y 50 salarios mínimos mensuales legales vigentes para los padres y hermanos de las víctimas, respetivamente.  En la modalidad de perjuicios materiales, se abstuvo de reconocer el daño emergente futuro por falta de prueba; con relación al lucro cesante, lo reconoció únicamente a favor de Fabiola Lame Ulcue (en condición de madre de Alexander Villarreal Lame), cuyo cálculo ordenó realizar sobre el salario mínimo vigente a la fecha de la sentencia ($535.600), más 25% por concepto de prestación, suma a la que ordenó descontar el 50% por gastos personales y por el término de la expectativa de vida de dicha demandante.
Denegó las demás súplicas de la demanda. 

1.3. La apelación
Oportunamente, las partes demandante y demandada apelaron la sentencia (c9/fls. 2.501 ss. y 2.506 ss), recursos concedidos mediante auto de proferido en audiencia de conciliación celebrada el treinta y uno (31) de agosto de dos mil once (2011), en cumplimiento del artículo 70 de la Ley 1395 de 2010.

1.3.1. Parte demandante

Aclaró que discrepaba de la sentencia apelada en el punto atinente al no reconocimiento de los perjuicios materiales causados, en la modalidad de daño emergente futuro.

Resaltó la importancia del artículo 16 de la Ley 446 de 1998, el cual establecía el deber de reparar integralmente los daños irrogados a las personas, y que en el caso particular, la indemnización era de carácter compensatorio y no resarcitorio.
Afirmó que el secuestro y muerte de los jóvenes campesinos a manos del Ejército Nacional, requería una mayor indemnización y que la causación de tales perjuicios, se encontraba ligada causalmente al hecho creado por la demandada.

Sostuvo que era irrisoria la abstención de condenar por concepto de lucro cesante a favor de los hermanos y padre de Jeyson Alexander Villarreal Lame; así como a favor de las hermanas de Jairo Israel Burgos.

Solicitó la revisión de la condena.
1.3.2. Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional

La parte demandada disintió de la condena en el aspecto concerniente a la tasación del lucro cesante, en cuanto no se acreditó probatoriamente que por actividades agrícolas se devengara un salario mínimo mensual, y menos aún, que se percibieran prestaciones sociales a las cuales solo se accedía mediante una vinculación laboral formal.
Indicó que si bien la jurisprudencia ha admitido la presunción de que una persona tiene la capacidad de devengar el salario mínimo, no era así respecto a las prestaciones sociales, en consideración a las actividades informales desempeñadas, como ocurría en el presente caso.
Solicitó omitir el incremento del 25% por concepto de prestaciones sociales, para determinar el ingreso mensual y liquidar la indemnización correspondiente al lucro cesante.
1.4. Alegatos en la segunda instancia
La señora apoderada del Ejército Nacional reiteró las razones expuestas en el recurso de apelación (c9/fls. 2.519 ss). 

La parte demandante no se pronunció.
1.5. Concepto de la Procuraduría
El señor Agente del Ministerio Público precisó que se apartaba de los argumentos del Juez a quo, en lo que tenía que ver con la liquidación de perjuicios.
Sostuvo que la parte demandante solo logró acreditar que los jóvenes Villarreal Lame y Burgos, se dedicaban a la agricultura y a la crianza de animales; que al no haber sido demostrado el monto exacto de sus ingresos, debía aplicarse la presunción establecida en la jurisprudencia del Consejo de Estado, y liquidarse con base en el salario mínimo mensual legal vigente, sin el incremento del 25% correspondiente a prestaciones sociales. 
En cuanto a los perjuicios morales, señaló que los mismos se tasaban según las reglas de la experiencia y la sana crítica, teniendo en cuenta las circunstancias especiales del caso y del acervo probatorio; en ese sentido, estimó que el cálculo realizado en primera instancia resultaba razonable.
Finalmente, indicó que el lucro cesante a favor de la madre del joven Alexander Villarreal Lame, dada la dependencia económica debidamente demostrada, se encontraba bien razonado.

Solicitó se revoque el reconocimiento del porcentaje equivalente a prestaciones sociales, aplicado en la liquidación del lucro cesante.
2. CONSIDERACIONES

El objeto del presente pronunciamiento se contrae a los motivos de inconformidad expuestos en los recursos de apelación presentados por las partes demandante y demandada, en virtud de lo dispuesto por el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil.

2.1. Problema jurídico 

El problema de orden jurídico a resolver, es el siguiente: ¿Debe confirmarse, modificarse o revocarse la sentencia de tres (3) de marzo de dos mil once (2011), proferida por el Juzgado Único Administrativo del Circuito de Mocoa?

2.2. Tesis de la Sala

La Sala considera que debe confirmarse la sentencia de tres (3) de marzo de dos mil once (2011), proferida por el Juzgado Único Administrativo del Circuito de Mocoa, tesis que se sustenta de la siguiente manera:

2.2.1. Premisas Normativas

El daño emergente futuro comprende un bien económico que saldrá del patrimonio de la víctima, con el objeto de restablecer el menoscabo sufrido como consecuencia de un daño antijurídico. 
Al respecto, el H. Consejo de Estado señaló:
“El daño emergente supone, por tanto, una pérdida sufrida, con la consiguiente necesidad (para el afectado( de efectuar un desembolso si lo que quiere es recuperar aquello que se ha perdido. El daño emergente conlleva que algún bien económico salió o saldrá del patrimonio de la víctima. Cosa distinta es que el daño emergente pueda ser tanto presente como futuro, dependiendo del momento en que se haga su valoración.”

“El fundamento para la procedencia del reconocimiento y fijación del daño emergente futuro está radicado en la necesidad de “dejar indemne” a la víctima, como lo exige el derecho a la reparación integral, y de imponer como condena la exigencia de sufragar gastos que debería salir del patrimonio de la víctima con probabilidad en atención a la complejidad de las secuelas, tratamientos o procedimientos a los que debería estar sometida aquella.”

De otra parte, el reconocimiento del lucro cesante a favor de padres y hermanos, se condiciona a probar la existencia de dependencia económica entre éstos y la víctima.   Sin embargo, frente a los hermanos mayores el Consejo de Estado ha precisado que el mismo tiene lugar, cuando aquellos presentan limitaciones físicas o mentales que impidan su propio sostenimiento, porque, según las reglas de la experiencia, las personas mayores de edad atienden sus propios gastos: 

“En cuanto al lucro cesante reclamado a favor de los padres y hermanos de la víctima, la Sala considera que si bien el señor Jorge Augusto bien podía velar por el bienestar de sus padres, no era el único que tendría que hacerlo en presencia de hermanos mayores de edad, en capacidad de producir y con una eventual obligación alimentaria para con sus progenitores. Los registros civiles de nacimiento de los señores Elmy Cristina, Pablo Antonio, Eduardo Javier, Zoraida del Carmen y Silenia del Rosario Portela Ardila dan cuenta de que para la fecha de los hechos, éstos contaban con 44, 43, 32, 38 y 37 años de edad respectivamente, lo que, a la luz de las reglas de la experiencia, no permite acceder al reconocimiento de perjuicios materiales, pues las personas mayores de edad atienden sus propios gastos, excepto cuando circunstancias extraordinarias relacionadas con limitaciones físicas o mentales se lo impiden.”

En todo caso, el reconocimiento del lucro cesante exigirá que el mismo sea debidamente acreditado, por la parte que lo solicita. 
En lo concerniente a la liquidación de los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, ha sido reiterada la posición del máximo Tribunal Contencioso Administrativo, de reconocer por concepto de prestaciones sociales un porcentaje equivalente al 25%.

Al respecto, esa Corporación expresó:

“Se solicitó en el recurso modificar la sentencia del a quo en cuanto condenó a la demandada a cancelar a favor del lesionado por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante la suma de $7.249.583,06, para que en la liquidación se incluyera el factor prestacional. Se accederá al incremento pretendido, como quiera que la jurisprudencia de esta Sección tiene por establecido que en los eventos en que se condene por lucro cesante, se debe liquidar teniendo en cuenta el aumento el salario percibido por la víctima más el aumento del 25% por concepto de prestaciones sociales.”

En sentido similar, sostuvo:

“Por razones de equidad, la Sala aplicará el salario mínimo legal mensual vigente al momento de la sentencia, dado que la actualización de aquel que aplicaba para la época en que ocurrieron los hechos resulta inferior al valor actual del salario mínimo, esto es $ 496.900. Al salario legal se le aumentará un 25% correspondiente a las prestaciones sociales, toda vez que su reconocimiento opera por disposición de la Ley, quedando como base para la liquidación una suma de $ 621.125.”
 

De otra parte, el artículo 177 del C. de P.C., determina el deber de las partes de demostrar el supuesto de hecho de las normas que consagran las consecuencias jurídicas que solicitan les sean concedidas, de la siguiente manera:

“Art.- 177. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurado que ellas persiguen…”

Con relación a esta obligación, el Consejo de Estado en providencia del 28 de abril de 2005 con ponencia del Magistrado Ramiro Saavedra Becerra, sostuvo:

“… Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en este sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, debe anotarse que quien presenta la demanda, sabe de antemano cuáles hechos le interesa que aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así sea, más aún tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que solicita sean reconocidos…”
Bajo este contexto, la Sala revisará las razones expuestas por los apelantes, para definir si se acogen o no, respecto del pronunciamiento de primera instancia. 
2.2.2. Premisas Fácticas – Caso concreto

Es objeto de apelación la liquidación de los perjuicios materiales efectuada a favor de la parte demandante, la cual gira en torno a los siguientes supuestos:

a)  La parte demandante invocó el principio de reparación integral a las víctimas de daños irrogados por acción del Estado, contenido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y solicitó, en consecuencia, el reconocimiento del daño emergente futuro a su favor. Adicionalmente, solicitó el reconocimiento del lucro cesante por dependencia económica, tanto a favor del padre y hermanas de Jeison Alexander Villarreal Lame, como a favor de las hermanas de Jairo Israel Burgos.
b) La Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional discrepó de la inclusión del 25% por concepto de prestaciones sociales en la liquidación del lucro cesante reconocido a favor de Fabiola Lame Ulcue, dada la actividad informal desempeñada por el joven campesino Jeison Alexander Villarreal Lame.

De manera preliminar, la Sala precisa, en virtud del artículo 357 del C. de P. C., que tiene competencia para pronunciarse sin limitaciones respecto del reconocimiento y liquidación de los perjuicios materiales, comoquiera que este punto fue apelado tanto por los demandantes, como por la demandada. 
No es objeto del recurso de alzada la declaración de responsabilidad patrimonial de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, por la muerte de Jeyson Alexander Villarreal Lame y Jairo Israel Burgos, en hechos ocurridos el 22 de noviembre de 2006. 

Así, para resolver el primer punto de la apelación, se advierte que para el reconocimiento del daño emergente futuro, tal como quedó visto en el marco normativo que antecede, es menester probar que la víctima debe hacer erogaciones para recuperar aquello que perdió; bajo ese entendido, una vez revisado el acervo probatorio, se encuentra que el mismo se dirigió a probar como tal, la existencia del daño y de la falla del servicio invocada; sin embargo, en lo que tiene relación con el perjuicio reclamado, la Sala se aparta de la posición del apelante y acoge la postura de la primera instancia que negó su reconocimiento, teniendo en cuenta que ninguno de los demandantes probó que por el daño sufrido, es decir, por la muerte sus parientes, deberían incurrir en gastos futuros para cubrir algún tipo de tratamiento (médico, psicológico, psiquiátrico) u otro tipo de gasto.
En lo concerniente al lucro cesante, se tiene que el Juez a quo ordenó su reconocimiento únicamente a favor la demandante Fabiola Lame Ulcue, en condición de madre del fallecido Alexander Villarreal Ulcue, y se abstuvo de concederlo al demandante Alirio Villarreal Prado, en calidad de padre, en consideración a que no fue demostrada la dependencia económica; con relación al fallecido Jairo Israel Burgos, determinó que las demandantes Luz Edilma Burgos Insuasty, María Esperanza Burgos Montero, María Amparo Burgos Montero, María Angelita Burgos Benavides y Sandra Milena Burgos Vallejo, en condición de hermanas, no demostraron ser dependientes económicamente de la víctima, y se abstuvo de reconocer esta pretensión indemnizatoria a su favor.
Para desatar este punto del recurso de alzada, se encuentra, una vez revisado proceso, que la actividad probatoria de la parte demandante se circunscribió a la prueba trasladada (proceso penal Nº 2009-00043), encaminada a acreditar la falla del servicio alegada; sin embargo, para efecto del reconocimiento del lucro cesante, resulta insuficiente para sustentar la dependencia económica de los demandantes respecto de sus familiares fallecidos, porque a pesar de que los testimonios rendidos ante la instancia penal podían ser valoradas en esta jurisdicción, por haber sido practicados con audiencia de contra quien se aducen, los mismos solamente versan sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar de ocurrencia de los hechos. Bajo esa consideración, la Sala confirmará este punto de la sentencia apelada. 
Finalmente, con relación al tema del incremento del salario mínimo mensual con el 25% por concepto de prestaciones, discutido por la entidad demandada, la Sala, conforme al marco normativo que antecede, acogerá la posición de la Juez a quo que ordenó su inclusión, en virtud de la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, la cual ha establecido, de una parte, el reconocimiento por razones de equidad del salario mínimo mensual legal vigente, y de otra, su incremento en 25% por concepto de prestaciones sociales, el cual obedece al imperio de la ley. 

3. CONCLUSIÓN

En virtud de las razones que anteceden, la Sala confirmará la sentencia apelada. 

4. DECISIÓN

En razón y mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Nariño, Sala de Decisión del Sistema Escrito, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución y de la Ley.

RESUELVE
PRIMERO.-  Confirmar la sentencia apelada. 
SEGUNDO.-  En  firme esta providencia, devuélvase el expediente al Juzgado de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Esta providencia se discutió y aprobó en Sala de la fecha.

ANA BEEL BASTIDAS PANTOJA

Magistrada

HUGO HERNANDO BURBANO TAJUMBINA

Magistrado

BEATRIZ ISABEL MELODELGADO PABÓN

Magistrada
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